SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 33
RADICACIÓN: 660013104005201900005
ACCIONANTE:   DANIEL SILVA ORREGO
REVOCA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD PERSONAL / PERIODISTA CON ESQUEMA DE SEGURIDAD / UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN / INSUFICIENCIA DEL PRESUPUESTO / DEBER DE HACER LOS AJUSTES QUE CORRESPONDAN PARA GARANTIZAR SUS DERECHOS.
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la restringió a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…)
En el presente asunto, el juez de primer grado consideró que la acción de tutela es improcedente para resolver las pretensiones del actor por cuanto existe otro medio de defensa judicial. Ahora bien: ¿es la jurisdicción contenciosa administrativa el medio eficaz para resolver las pretensiones del señor DANIEL SILVA?, y en caso de no serlo, ¿es necesaria la intervención del juez de tutela para evitar un perjuicio irremediable? (…)

… el accionante cuenta con una medida cautelar de la CIDH, razón por la cual el Gobierno Colombiano por intermedio de la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN adoptó las medidas necesarias con el fin de garantizar la vida e integridad personal…
No obstante, el actor reclama que se adicione más presupuesto para el combustible de los vehículos asignados a su esquema de seguridad, como quiera que el recurso destinado para tal fin no alcanza a cubrir sus desplazamientos…

En el caso sometido a estudio, no existe duda que contra el señor DANIEL SILVA persiste una amenaza contra su vida e integridad personal y se concluye así de acuerdo con la medida de protección que adoptó la UNP mediante Resolución No 5698/18, por tanto, requiere del esquema de seguridad en todo momento. (…)

Así las cosas, y ante las pretensiones del actor, la justicia debe tomar medidas urgentes y necesarias con el fin de evitar un daño grave, por cuanto exponer al ciudadano a los inminentes peligros que se pueden presentar dada las amenazas, y reducir su movilidad por la falta de medidas de protección que permitan el desarrollo normal de su actividad como periodista, definitivamente demuestran la ineludible necesidad de intervención, y por ende no sería idónea y eficaz la jurisdicción ordinaria…

Acerca de la obligación de la UNP de garantizar cabalmente el derecho fundamental a la seguridad personal de las personas protegidas a su cargo, cuando no cuenta con los recursos suficientes para tal fin, la Corte Constitucional en sentencia T-460/14 sostuvo:

“Sin embargo, encuentra la Sala que existe certeza sobre el hecho de que estas medidas no se implementan adecuadamente, pues no se cuenta con los recursos suficientes que permitan que las mismas operen eficazmente atendiendo el nivel de riesgo del actor el cual depende directamente de las actividades que desarrolla…

“En ese orden de ideas, la Sala considera que el riesgo o amenaza al que está sometido el accionante, amerita una decisión que garantice cabalmente su derecho fundamental, por lo que debe tenerse en cuenta el número y tipo de eventos que frecuenta lo cual se considera indispensable para que, con fundamento en ello, la Unidad proceda a determinar tanto la conformación del esquema como el rubro que se debe destinar para que el acompañamiento de la seguridad abarque el mayor número de situaciones posibles”.
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Pereira, ocho (08)  de marzo de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación N° 229
                                                    Hora: 8:50 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor DANIEL SILVA ORREGO, con ocasión de la demanda de tutela instaurada en contra de la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN –en adelante UNP- que fuera tramitada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.)
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el señor SILVA ORREGO se pueden sintetizar así: (i) actualmente goza de un esquema de seguridad brindado por la UNP en atención al nivel de riesgo que tiene por ejercer su actividad de periodista la cual le ha generado hostigamientos y amenazas; (ii) el esquema de seguridad se encuentra conformado por cinco hombres de protección, un vehículo blindado, un vehículo convencional, un medio de comunicación y un chaleco blindado; (iii) fue beneficiado de una medida cautelar otorgada por la COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS -CIDH- mediante Resolución No 31 de 2018; (iv) la UNP asigna $1.100.000.oo para combustible del vehículo blindado, y $550.000.oo para combustible del vehículo convencional; (v) en razón de los desplazamientos que debe realizar a los 14 municipios de Risaralda, el Norte del Valle y los desplazamientos a la capital de la República, el valor asignado para combustible de los vehículos no ha sido suficiente para garantizar la funcionalidad del esquema de seguridad; (vi) lo anterior ha conllevado a que deba realizar sus desplazamientos en un solo vehículo -limitándose la totalidad de los hombres de protección-, a dejar los vehículos guardados y realizar los desplazamientos en transporte público, o viajar solo a ciertos municipios; (v) igualmente se ha visto en la necesidad de cancelar los desplazamientos para sus labores periodísticas y a permanecer encerrado, incumpliendo así sus labores cotidianas; (vi) la UNP ha sido negligente, por cuanto no adiciona el combustible necesario para los vehículos; (vi) asumir el costo que acarrea el esquema de seguridad afectaría su mínimo vital; (vii) en enero 23 de 2019 solicitó a la entidad accionada una adición de combustible para la camioneta convencional, pero contestaron de manera negativa, y arguyó un aspecto netamente presupuestal; (viii) además para peajes requiere mensualmente $200.000, los cuales no han sido reconocidos por la UNP, situación que afecta su mínimo vital, como quiera que debe asumir dicho costo; y (ix) las medidas de protección otorgadas por la UNP no son eficientes y eficaces frente a la medida cautelar otorgada por la CIDH.
Pide se amparen sus derechos fundamentales a la vida, integridad, seguridad personal y debido proceso, y se ordene a la UNP suministrar al esquema de seguridad el combustible necesario para la realización ininterrumpida de sus desplazamientos, con ocasión de sus actividades periodísticas. Igualmente se ordene el reintegro mensual por concepto de peajes.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y le corrió traslado a la entidad que al respecto así se pronunció:
- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UNP  señala que la entidad que representa es una Unidad Administrativa Especial del orden nacional, cuyo objetivo es articular, coordinar y ejecutar la prestación del servicio de protección a las personas que en virtud de sus actividades, condiciones o situaciones políticas, publicas, sociales, humanitarias, culturales, étnicas, entre otras, se encuentren en situación de riesgo de sufrir daños contra su vida, integridad, libertad y seguridad personal.
El Gobierno Nacional mediante los Decretos 1066/15 y 567/16 reguló el programa de prevención y protección de los derechos a la vida, libertad, integridad y seguridad de personas, grupos o comunidades a cargo de la UNP, la Policía Nacional y el Ministerio del Interior, con el fin de materializar las acciones del Estado, tendientes a garantizar la salvaguarda de estas prerrogativas constitucionales en lo que respecta a ciertos grupos poblacional.
La UNP de conformidad con la Resolución 0117 de febrero 10 de 2017,  asigna a los dos vehículos del accionante un valor mensual de combustible de $1.100.000 para el vehículo blindado y $550.000 para el vehículo convencional. Si bien la entidad otorga unas medidas de protección a aquellas personas que en virtud de sus actividades y condiciones o el cargo público que ejercen se encuentran en una situación de riesgo extraordinario o extremo, es claro también, que al ser una entidad con autonomía administrativa, financiera y presupuestal, goza de un rubro público específico.
La entidad dio respuesta a la solicitud del accionante y se expresó el motivo por el cual no se accedía a la pretensión. El actuar de la administración se circunscribe a un presupuesto determinado para el ejercicio de sus funciones a favor de los asociados, y cualquier rubro adicional que extralimite la facultad administrativa, acarrea en sí misma consecuencias de índole penal y disciplinario. 

No se ha desconocido en ningún momento el derecho que tiene el señor DANIEL SILVA de emplear su esquema de seguridad en los sitios de traslado que el mismo ha requerido, razón por la cual la entidad ha gestionado todo lo necesario con el fin de brindar el dinero al beneficiario.

En atención a que los recursos públicos no se extienden a un parámetro ilimitado, han autorizado 181 días de desplazamiento por un monto total de $21.183.368, en aras de que el accionante pueda gozar de su esquema de protección, y así mitigar cualquier circunstancia anómala que atente contra su vida e integridad personal.

En cuanto a la solicitud de reembolso de dinero por concepto de peajes, se autorizó el desembolso de $436.000, los cuales fueron radicados en el área de tesorería de la entidad en enero 21 de 2019.

Solicita se declare improcedente la acción de tutela.
3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de febrero 11 de 2019 declaró improcedente la acción de tutela, ante la existencia de otro medio de defensa judicial.

Para llegar a la anterior determinación consideró que la posición asumida por la UNP no se ofrece caprichosa o irrazonable, sino compatible con la obligación que tiene de dar un uso adecuado a los recursos que le han sido asignados. Por tanto, no se evidencian actos de discriminación o de limitación de las actividades del protegido, como quiera que los dineros asignados son los máximos que han sido autorizados para esquemas de seguridad similares al que se le asignó al señor SILVA ORREGO.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante inconforme con la decisión presentó un escrito mediante el cual impugna la sentencia y expresa: (i) en ningún momento solicitó se dejara sin efectos actuaciones administrativas; (ii) el problema jurídico corresponde a la necesidad de tener continuidad en el funcionamiento del esquema de seguridad, por cuanto ha tenido que hacer desplazamientos sin contar con el acompañamiento de los hombres de protección, y ello por ausencia de combustible; (iii) en otras ocasiones ha viajado sin la totalidad del esquema o se ha visto obligado a dejar de cumplir sus labores periodísticas, lo cual no guarda consonancia con lo que debe ser un Estado Social de Derecho, máxime en su caso cuando existe una medida cautelar por parte de la CIDH, lo cual lo convierte en un sujeto de especial protección constitucional; (iv) su pretensión no está enmarcada en un simple reclamo de sumas de dinero como erradamente lo asimiló el a quo, por el contrario, lo que debe estar en el foco de análisis judicial es la afectación de derechos fundamentales de un accionante que ejerce la actividad periodística y cuenta con medidas de protección, las cuales no resultan eficaces e idóneas habida cuenta que la UNP no está suministrando los medios logísticos  necesarios; (v) las medidas de protección tienen que ser idóneas y eficaces no por su capricho, sino porque así fue ordenado por la CIDH; (vi) el funcionamiento eficaz del esquema de protección no es un plus, como lo anotó el a quo, toda vez que estar amenazado y con medidas de seguridad no es un lujo o comodidad, y lo que se requiere son los recursos necesarios para cumplir su actividad pública que beneficia a un conglomerado; (vii) el fallador de primera instancia sostiene que el caso abordado en la sentencia T-460/14 no resulta aplicable al caso bajo estudio por no tener identidad fáctica; sin embargo, la mencionada providencia si guarda identidad, pero su asunto tiene un ingrediente adicional que implica mayor protección y atención por parte del Estado Colombiano, como lo es la medida cautelar otorgada por la CIDH; (viii) el argumento del juez de primera instancia en el sentido de “ajustar su actividad laboral”, se traduce en una autocensura a su actividad como periodista; (ix) la suma de $21´183.368.oo a la que hace referencia la UNP corresponde a los viáticos entregados a los hombres de protección para su sostenimiento; (x) el análisis del juez acerca de la disminución de la capacidad operacional del esquema de seguridad por el aumento del valor del galón de gasolina resulta una conclusión más que acertada, y demuestran que se puede acceder a las pretensiones incoadas; sin embargo (xi) el juez pasó por alto que el Director General de la UNP puede modificar o adicionar los valores de la Resolución No 117 de 2017.
Solicita que se revoque la decisión de primera instancia, y en su lugar se amparen los derechos fundamentales a la vida, integridad, seguridad personal y debido proceso, y se acceda a las pretensiones expuestas en el escrito de tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, 1º del Decreto 1382/00, 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069/15 y 1 del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo objetado, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, revocándolo o modificándolo.

5.2.- Solución a la controversia 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la restringió a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629/08 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

En el presente asunto, el juez de primer grado consideró que la acción de tutela es improcedente para resolver las pretensiones del actor por cuanto existe otro medio de defensa judicial. Ahora bien: ¿es la jurisdicción contenciosa administrativa el medio eficaz para resolver las pretensiones del señor DANIEL SILVA?, y en caso de no serlo, ¿es necesaria la intervención del juez de tutela para evitar un perjuicio irremediable? Para resolver los anteriores interrogantes, se tendrán en cuenta los hechos que rodean el caso:

En mayo 05 de 2018 la CIDH solicitó al Gobierno de Colombia adoptar las medidas necesarias para garantizar los derechos a la vida e integridad personal del señor DANIEL SILVA, con medidas de protección eficientes e idóneas, que igualmente le garanticen poder realizar sus labores como periodista sin ser objeto de amenazas, hostigamiento o actos de violencia en el ejercicio de su actividad.
Mediante Resolución 5698 de 2018 la UNP adoptó las recomendaciones emitidas por el Comité de Evaluación del Riesgo y Recomendaciones de Medidas -CERREM- y ajustó las medidas de protección del señor DANIEL SILVA –cinco (5) hombres de protección, un (1) vehículo blindado, un (1) vehículo convencional, un (1) medio de comunicación y un (1) chaleco blindado-  

Se tiene entonces que el accionante cuenta con una medida cautelar de la CIDH, razón por la cual el Gobierno Colombiano por intermedio de la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN adoptó las medidas necesarias con el fin de garantizar la vida e integridad personal del señor SILVA ORREGO.
No obstante, el actor reclama que se adicione más presupuesto para el combustible de los vehículos asignados a su esquema de seguridad, como quiera que el recurso destinado para tal fin no alcanza a cubrir sus desplazamientos a otros municipios del país, situación que limita su actividad como periodista y pone en riesgo su vida, toda vez que se ve obligado a movilizarse sin los hombres de protección. 

Hasta aquí corresponde analizar si ante la existencia de la justicia ordinaria el juez de tutela debe pronunciarse de fondo con el fin de evitar un perjuicio irremediable. En efecto, acerca de la existencia de un perjuicio irremediable, la H. Corte Constitucional en sentencia T-471/17 sostuvo:

 
“[…] De otra parte, en cuanto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal, en la sentencia T-225 de 1993, señaló que de acuerdo con el inciso 3º del artículo 86 Superior, aquel se presenta cuando existe un menoscabo moral o material injustificado que es irreparable, debido a que el bien jurídicamente protegido se deteriora hasta el punto que ya no puede ser recuperado en su integridad.
 
Adicionalmente, en la sentencia T-808 de 2010, reiterada en la T-956 de 2014, la Corte estableció que se debe tener en cuenta la presencia de varios elementos para determinar el carácter irremediable del perjuicio. 
 
En primer lugar, estableció que el daño debe ser inminente, es decir que está por suceder en un tiempo cercano, a diferencia de la mera expectativa ante un posible menoscabo. Este presupuesto exige la acreditación probatoria  de la ocurrencia de la lesión en un corto plazo que justifique la intervención del juez constitucional. Es importante resaltar que la inminencia no implica necesariamente que el detrimento en los derechos este consumado. Asimismo, indicó que las medidas que se debían tomar para conjurar el perjuicio irremediable deben ser urgentes y precisas ante la posibilidad de un daño grave evaluado por la intensidad del menoscabo material a los derechos fundamentales de una persona. En esa oportunidad, la Corte señaló que la gravedad del daño depende de la importancia que el orden jurídico le concede a determinados bienes bajo su protección.
 
Finalmente estableció que la acción de tutela debe ser impostergable para que la actuación de las autoridades y de los particulares sea eficaz y pueda asegurar la debida protección de los derechos comprometidos. 
En el caso sometido a estudio, no existe duda que contra el señor DANIEL SILVA persiste una amenaza contra su vida e integridad personal y se concluye así de acuerdo con la medida de protección que adoptó la UNP mediante Resolución No 5698/18, por tanto, requiere del esquema de seguridad en todo momento. No obstante, cuando el actor advierte que la falta de combustible para los vehículos en los cuales debe desplazarse a otros municipios lo obliga a transportarse en servicio público y sin los hombres de protección, en realidad lo que se refleja es un riesgo inminente que puede causar menoscabo de su derecho a la seguridad personal, toda vez que el protegido es vulnerable a las amenazas que existen en su contra. Pero además, el actor ha exclamado su imposibilidad de asumir el costo del combustible, porque de hacerlo se afectaría su mínimo vital
Así las cosas, y ante las pretensiones del actor, la justicia debe tomar medidas urgentes y necesarias con el fin de evitar un daño grave, por cuanto exponer al ciudadano a los inminentes peligros que se pueden presentar dada las amenazas, y reducir su movilidad por la falta de medidas de protección que permitan el desarrollo normal de su actividad como periodista, definitivamente demuestran la ineludible necesidad de intervención, y por ende no sería idónea y eficaz la jurisdicción ordinaria.
Dadas las condiciones que anteceden se puede concluir que es procedente la acción de tutela en este asunto, razón por la cual se revocará la declaratoria de improcedencia del Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda) y la Sala pasará a estudiar de fondo el asunto.
Ahora, ante la situación planteada, se debe recordar que el derecho a la seguridad personal tiene una triple connotación jurídica en razón a que en sí mismo representa: (i) un valor constitucional, (ii) un derecho colectivo y (ii) un derecho fundamental. Al respecto la Corte Constitucional en sentencia  T-460/14 pregonó:

El carácter de valor constitucional se colige del preámbulo de la Constitución, al indicar que fue voluntad del pueblo soberano asegurar la vida, la convivencia y la paz, y del artículo 2°, según el cual las autoridades están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades. De esta manera, la Corte ha estimado que la seguridad se constituye en uno de los puntos cardinales del orden público, en tanto garantiza “… las condiciones necesarias para el ejercicio de todos los derechos y libertades fundamentales por parte de las personas que habitan el territorio nacional”.
 
También, ha precisado que la seguridad es un derecho colectivo, “es decir, un derecho que asiste en forma general a todos los miembros de la sociedad, quienes se pueden ver afectados por circunstancias que pongan en riesgo bienes jurídicos colectivos tan importantes para el conglomerado social, como el patrimonio público, el espacio público, la seguridad y salubridad públicas, la moral administrativa, el medio ambiente o la libre competencia económica (Art. 88, C.P.).”
 
Finalmente esta Corte, ha considerado a la seguridad como un derecho individual, en la medida en que es “aquél que faculta a las personas para recibir protección adecuada por parte de las autoridades, cuando quiera que estén expuestas a [amenazas] que no tienen el deber jurídico de tolerar, por rebasar éstas los niveles soportables de peligro implícitos en la vida en sociedad; en esa medida el derecho a la seguridad constituye una manifestación del principio de igualdad ante las cargas públicas, materializa las finalidades más básicas asignadas a las autoridades del Constituyente, garantiza la protección de los derechos fundamentales de los más vulnerables, discriminados y perseguidos, y manifiesta la primacía del principio de equidad.”
De acuerdo con lo anterior, el señor DANIEL SILVA reclama la protección del derecho fundamental a la seguridad personal, sin embargo, se debe determinar si la UNP con la decisión de no ampliar el presupuesto para el combustible de los vehículos que transportan al protegido y a su esquema de seguridad, está vulnerando injustamente el derecho deprecado. Para resolver ese interrogante la Sala dirá:
Como se mencionó en el acápite anterior, el artículo 2° de la Constitución Política establece como principios fundamentales del Estado “asegurar la convivencia pacífica” y “proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida”. Ello traduce que todos los poderes y órganos del Estado tienen el deber de proteger la vida de todas las personas y de preservar las condiciones para que estas lleven una existencia tranquila, libre de amenazas y de zozobras exorbitantes. 
Para la Corporación, indudablemente el señor SILVA ORREGO se encuentra en una situación predecible que pone en peligro su vida e integridad personal, y el Estado tiene la obligación de adoptar las medidas tendientes para evitar que el riesgo que recae sobre él se materialice; mismas que se han tomado por intermedio de la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN con la asignación de un esquema de seguridad conformado por: cinco (5) hombres de protección, un (1) vehículo blindado, un (1) vehículo convencional, un (1) medio de comunicación, y un (1) chaleco blindado. Pero la medida no ha sido lo suficientemente eficiente para que el ciudadano pueda desempeñar sus labores cotidianas, por cuanto la falta de combustible para los vehículos de su esquema de seguridad lo ha obligado a quedarse en su lugar de residencia o en ocasiones a movilizarse sin los hombres de protección, y esa situación lo deja expuesto frente a la amenaza inminente que presenta.
Con lo dicho no se pretende afirmar que la UNP no ha brindado las garantías de protección, las que además fueron objeto de pronunciamiento por parte de la COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS -CIDH-, sino que se deben tomar los correctivos necesarios para que la protección sea eficaz e idónea y no ponga en riesgo su vida. 
De otras parte, no desconoce tampoco la Colegiatura que la entidad debe cumplir unos lineamientos en cuanto al presupuesto que le es asignado por el Gobierno Central para cada una de sus labores, en especial los recursos para el combustible de los vehículos que utiliza cada esquema de seguridad, que de conformidad a la Resolución No 0117 de 2017 corresponde a $1.100.000.oo para vehículos blindados y $550.000.oo para vehículos convencionales. Y si bien el juez de tutela no puede invadir competencias en cuanto al tema presupuestal de la Nación, la entidad si puede decidir acerca de la adopción de medidas importantes para lograr efectivizar la protección debida.

Y para el asunto en ciernes esa efectiva protección en realidad no existe, por cuanto el accionante ha manifestado, sin que exista prueba en contrario, que las circunstancias que rodean su caso lo han forzado a permanecer encerrado en su residencia, y en ocasiones con el fin de cumplir sus actividades laborales se desplaza sin los hombres de protección y en vehículos de transporte público, escenario que por supuesto aumenta el riesgo a su integridad personal. 

En ese orden de ideas, se pueden concluir varias cosas: (i) que la UNP no puede asignar nuevos recursos para los esquemas de seguridad, como quiera el presupuesto depende del que la Nación asigne anualmente; (ii) el juez de tutela no puede invadir dichas competencias para ampliar los recursos o fijar nuevas partidas presupuestales; y (iii) pero sí se deben tomar medidas apremiantes que garanticen la protección de la vida e integridad personal de la persona protegida.
Acerca de la obligación de la UNP de garantizar cabalmente el derecho fundamental a la seguridad personal de las personas protegidas a su cargo, cuando no cuenta con los recursos suficientes para tal fin, la Corte Constitucional en sentencia T-460/14 sostuvo:
“Sin embargo, encuentra la Sala que existe certeza sobre el hecho de que estas medidas no se implementan adecuadamente, pues no se cuenta con los recursos suficientes que permitan que las mismas operen eficazmente atendiendo el nivel de riesgo del actor el cual depende directamente de las actividades que desarrolla. Así pues en vista de que la seguridad está sometida al rubro que para la misma se halla autorizado, el cual resulta precario el Estado, por un tema presupuestal, en circunstancias como la examinada desconoce su obligación de garantizar, en debida forma, el derecho a la seguridad personal.
 
En síntesis, esta Sala encuentra que la Unidad Nacional de Protección, la Unión Temporal Siglo XXI y las compañías Prosegur Vigilancia y Seguridad Privada LTDA, por la carencia presupuestal alegada vulneran varios aspectos del derecho a la seguridad personal del representante de la Mesa Nacional de Víctimas, toda vez que si bien se adelantó el estudio oportuno y adecuado de las últimas situaciones de amenaza y riesgo que este denunció y se adoptaron las medidas para salvaguardar sus derechos, lo cierto es que, en la actualidad existe la imposibilidad de implementar, en debida forma, el esquema de seguridad autorizado por falta de recursos.
 
En ese orden de ideas, la Sala considera que el riesgo o amenaza al que está sometido el accionante, amerita una decisión que garantice cabalmente su derecho fundamental, por lo que debe tenerse en cuenta el número y tipo de eventos que frecuenta lo cual se considera indispensable para que, con fundamento en ello, la Unidad proceda a determinar tanto la conformación del esquema como el rubro que se debe destinar para que el acompañamiento de la seguridad abarque el mayor número de situaciones posibles”.
Descendiendo al caso concreto, se tiene que el actor le ha informado a la UNP cuál es el motivo por el cual requiere se adicione el presupuesto para el combustible de los vehículos asignados para su esquema de seguridad, y a ese efecto advirtió que su actividad como periodista implica movilizarse a varios municipios de Risaralda, Norte del Valle y a la capital de la República. Así las cosas, de acuerdo con esas necesidades la entidad accionada debe determinar la seguridad del actor, es decir, hacer el respectivo estudio de las distancias que debe recorrer el señor DANIEL SILVA, y con qué frecuencia lo hace con el fin de fijar el rubro que se debe destinar a su esquema de seguridad; de lo contrario, se limitaría su actividad laboral y personal y se incumpliría una medida cautelar explicita de la CIDH hacía el Estado Colombiano, como lo es permitir al actor “seguir desempeñando sus labores como periodista sin ser objeto de amenazas, hostigamientos o actos de violencia en el ejercicio de las mismas”

Tal como se ha visto no se puede pasar por alto la medida cautelar ordenada por la COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS en este asunto, por cuanto es vinculante para el Estado. Respecto a este específico tópico la Corte Constitucional en sentencia T-976/14 señaló:
“La Sala debe reiterar de manera puntual, que conforme a la jurisprudencia constitucional, las medidas cautelares emitidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, son pronunciamientos que, conforme al principio fundante del derecho internacional sobre la buena fe y al ser el Estado colombiano parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y aceptar la competencia de los órganos de supervisión del Sistema Interamericano, son vinculantes en el orden interno, manteniendo la discrecionalidad del Estado en la forma de ejecutar su cumplimiento. En sustento de lo anterior, es posible acudir a la acción de tutela para solicitar el cumplimiento de las medidas cautelares cuando las entidades estatales llamadas a cumplirlas han sido negligentes y los derechos a la vida y/o a la integridad personal de los beneficiarios están en grave riesgo.”
Por lo antes mencionado, se revocará la decisión adoptada por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda) que declaró improcedente la acción de tutela, y en su lugar se concederá el amparo de los derechos fundamentales deprecados por el actor, a cuyo efecto se ordenará a la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, inicie las actividades tendientes a suministrarle al actor un esquema de seguridad acorde con los desplazamientos que sean estrictamente necesarios para la actividad que realiza, con fundamento en las consideraciones del presente fallo. Trámite que deberá surtirse en un lapso no mayor de 30 días y contar con la participación del interesado.
Por último, el Tribunal no se pronunciará respecto al reembolso de los dineros que ha asumido el actor por el pago de peajes durante sus desplazamientos a otros municipios en los vehículos del esquema de seguridad, y no se hará por cuanto dicha pretensión es meramente económica. Pero además, porque se debe tener en cuenta que la UNP en la respuesta que rindió ante el juez de primera grado señaló que los dineros por ese concepto ya se encontraban radicados en la tesorería de la entidad por valor de $436.000.oo
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la decisión adoptada por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) que declaró improcedente la acción de tutela, y en su lugar SE CONCEDE el amparo de los derechos fundamentales deprecados por el actor, a cuyo efecto SE ORDENA a la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, inicie las actividades tendientes para suministrarle al actor un esquema de seguridad acorde con los desplazamientos que sean estrictamente necesarios para la actividad que realiza, con fundamento en las consideraciones del presente fallo. Trámite que deberá surtirse en un lapso no mayor de 30 días y contar con la participación del interesado.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La secretaria de la Sala,

OLGA LUCÍA FLÓREZ RENDÓN
� Ver folio 25.
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